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         AUTOMOTORES S.A. Y OT. S/ SUSTITUCION Y DS.”


 

 CAUSA 63.986    J. 14      R.S.D. Nº:27


En Lomas de Zamora, a los 21 días de febrero de dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación Civil y Comercial de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile, Carlos Ricardo Igoldi y Rodolfo Miguel Tabernero, con la presencia del Secretario del Tribunal, se trajo al Despacho  para  dictar  sentencia  la  causa Nº 63.986 caratulada: "Mercurio, Cosme Gregorio c/ Organización Sur Automotores S.A. y otro s/ Sustitución y Daños”.- 



     De conformidad con lo dispuesto por los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, la Excma. Cámara resolvió votar las siguientes:




       - C U E S T I O N E S -


1ra.)  Es justa la sentencia apelada ?


2da.) Qué corresponde decidir ?

Practicado el sorteo de ley (art. 263 ult. parte del CPCC dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Igoldi, Tabernero.-

 


          - V O T A C I O N -

A la primera cuestión, el Dr. Basile dice:



1) Según resulta de la sentencia obrante a fs. 445/450 vta., el Sr. Magistrado titular del Juzgado Civil y Comercial Nº 14 de este Departamento Judicial, hizo lugar a la demanda entablada, con el alcance indicado. En consecuencia, condenó a Organización Sur Automotores S.A. y Ford Argentina S.A. a pagar a Cosme Gregorio Mercurio, dentro del plazo de diez días, la suma de $ 21.240, más intereses. Impuso las costas del juicio a las demandadas, difiriendo la regulación de honorarios. El precitado fallo fue apelado por la accionante, expresando agravios a fs. 483/486 vta., mientras que la demandada Ford Argentina S.A. hizo lo propio a fs. 487/493 y la accionada a fs. 494/495 vta.-



Replicaron la accionante a fs. 497/499 vta., la accionada Organización Sur Automotores SA a fs. 500/501 y Ford Argentina SA a fs. 502/503 y fs. 504/506.-



2) Alcance de los recursos



2-1) La parte actora apelante, se agravia de los siguientes aspectos del fallo: a) que el Sr. Magistrado sostenga que la pretensión de que se restituya un rodado similar al inutilizado, conforme el art. 17 inc. 2 de la Ley 24.240, se encontraría desprovisto de respaldo jurídico; b) por la insuficiencia del monto en concepto de daño moral; c) que los intereses deban ser calculados a partir de la interposición de la demanda cuando en realidad deben serlo desde el mismo momento de adquisición del rodado (23 de febrero de 1999).-



2-2) La demandada Ford Argentina S.A. se queja de los siguientes puntos: a) Extensión de la responsabilidad a su parte. b) Inexistencia de defectos alegados en la demanda y/o demoras atribuidas como fundamento de la condena en la sentencia. c) Improcedencia de los rubros de condena. En subsidio, su necesaria reducción a límites razonables.-



2-3) Organización Sur Automotores S.A.: a) El a quo la condena solidariamente a indemnizar al actor cuando de las constancias surge que de existir daño éste es únicamente imputable al accionar de la Terminal Ford. b) Se agravia por la condena en costas cuando de la sentencia dictada en autos surge que existen vencimientos mutuos que permitían al a quo aplicar el principio rector en la materia del criterio objetivo de la derrota.



3) Al responder los traslados, los contendientes replican y controvierten los argumentos volcados por los contrincantes, a la vez que ratifican los propios.



En particular, la actora sostiene que la misma apoderada de Organización Sur Automotores SA con sus dichos, permiten acreditan que los daños existieron efectivamente y que ellos son producto de defectos de fabricación, lo cual también determina la responsabilidad solidaria de los demandados.



Precisamente, al replicar, Organización Sur Automotores SA alega que Ford Argentina SA hace una defensa de una posición insostenible, cuando afirma ser tercero de una relación comercial entre el adquirente de un rodado y una concesionaria que trabaja vendiendo rodados de esa marca. Pretende así evadir su responsabilidad, la cual es exclusiva. 



Ford Argentina SA insiste en su falta de responsabilidad, controvirtiendo a la codemandada Organización Sur Automotores. Respecto del actor, sostiene que se contradijo con sus propios actos, que el rodado carece de defectos,  que los rubros reclamados deben ser rechazados, y que el cómputo de los intereses, jamás pueden calcularse desde la fecha de adquisicón del vehículo.-



4) El hecho objeto de litis. Fundamentos del decisorio



El accionante interpuso demanda por sustitución y daños contra Organización Sur Automotores S.A. y Ford Argentina S.A., conforme el art. 17 inc. A de la ley 24.240; sostuvo que adquirió en la concesionaria un automotor Ford Transit L 190 0 km, el cual fue patentado como CPE 879 el día 26 de febrero de 1999, expresando que desde el mismo retiro la unidad presentó uas serie de desperfectos, y que dicha circunstancia le ocasionó daños.-



El Sr. Magistrado de origen entendió que es inaplicable al caso la ley 24.240, toda vez que sus previsiones están destinadas a proteger a los consumidores finales de bienes y servicios, en tanto que la relación contractual que motiva la litis se estableció entre una empresa fabricante de automotores y una concesionaria por una parte, y un proveedor de servicios a terceros por la otra. En consecuencia, continuó el a quo, la pretensión del demandante dirigida a sustituir el vehículo adquirido por otro de idénticas características y 0 km, conforme estatuye el art. 17 inc. 2 de la ley citada, se encuentra desprovista de respaldo jurídico y no puede tener favorable acogida (v. fs. 446 y vta.).-



En cambio, hizo lugar al reclamo de daños y perjuicios, fijando la suma de $ 21.240 en concepto de daño moral, daño psicológico y gastos de tratamiento psicoterapéutico.-



5) El rechazo de la demanda con relación al pedido de sustitución del rodado



5-1) Como quedó dicho, el sentenciante rechazó la pretensión del actor dirigida a sustituir el vehículo adquirido, por considerar que aquél no encuadra en la catgoría de consumidor final de un bien, sino que se trata de un proveedor de servicios a terceros (el traslado de golosinas y material de propaganda de la empresa Arcor S.A.).-



5-2) Para el actor apelante, tal afirmación no es cierta, sosteniendo – entre otros argumentos – que del artículo 1º de la Ley 24.240 se desprende que el objeto de la norma es “la defensa de los consumidores y usuarios” y define como consumidor o usuario, a las personas físicas que contratan a título oneroso para su beneficio propio, la adquisición de cosas muebles (inc. a), brindando la norma un concepto amplio de consumidor o usuario, teniendo ambos términos conceptos equiparados.-



También le agravia que el Sr. Juez haya desconocido que el bien adquirido a título oneroso produzca un beneficio propio para el adquirente, por lo que se encuentra excluido de la excepción que indica la misma norma en su inciso 2do.-



Agrega que ARCOR informó que Mercurio sólo prestaba servicios esporádicamente (fs. 215), lo que descarta la habitualidad de la prestación y su no caracter de comerciante como se intenta hacer valer. Por otra parte, a la fecha de adquisición del vehículo, Mercurio no tenía ninguna relación comercial ni con ARCOR ni con otra empresa, estando destinado al solo uso personal (v. Declaraciones de fs. 203 y 207). Y que durante un plazo de 26 meses, Mercurio sólo realizó 55 viajes (dos por mes), lo cual no es suficiente para calificarlo como proveedor de servicios.-



El informe del Registro Automotor (fs. 167) permite determinar que la inscripcion del rodado no registra uso comercial de carga, por lo que debe descartarse el uso que se pretende dar al mismo.-




En el informe de la AFIP (fs. 176) consta el alta como monotributista en junio de 1999, cuatro meses despues de la adquisición del rodado.-



No se tuvo en cuenta el Expediente Administrativo Nº 2726-2561/99 tramitado por ante la autoridad correspondiente, donde puede advertirse que: la denuncia de Mercurio fue efectuada en los términos del art. 17 de la Ley 24.240; que en ninguna de las presentaciones de las aquí demandadas, se opuso defensa alguna a la pretension del actor; recién al contestar demanda, hacen referencia a la no condición de consumidor, lo que es admitido por el a quo, y por ello se agravia.



A fs. 33 de esta causa, Organización Sur propone la reparación de la falla detectada y a fs. 34 Ford SA presenta dos opciones de reparación del móvil, en talleres a elección del actor; incluso ésta propuso un acuerdo con el reclamante.



Señala que el Sr. Magistrado le dio a este trámite el caracter de sumarísimo, cfme. el art. 53 de la ley 24.240; rechazó las pretensiones en sentido contrario, con costas; el tramite continuó según los términos de la Ley 24240, apartándose de ellos recién al tiempo de la sentencia.-



No puede desconocerse – continúa - el fin de la ley citada, y que en caso de duda debe resolverse la situación favorable al actor.-



En definitiva – dice – Mercurio sólo puede ser reconocido como consumidor o usuario y recibir los beneficios que le otorga la ley 24.240 en toda su extensión.-



5-2) Tal como se observa de los términos expuestos en el escrito de agravios, y que arriba se han destacado en lo sustancial, el núcleo de la cuestión pasa por determinar si se ha acreditado la existencia de una relación jurídica de consumo entre el actor y la empresa codemandada, para que puedan – en caso afirmativo - aplicarse al caso los preceptos de la Ley 24.240.- 



La normativa general prevista en los Códigos Civil y de Comercio sufre excepciones importantes cuando el contrato tiene por objeto una relación de consumo encuadrable en la Ley 24.240. Las normas de esta ley son correctoras, complementarias o integradoras para el supuesto especial de tener que aplicarse al contrato para consumo, y no sustitutivas de la regulación general contenida en los códigos y demás legislación vigente, Concretamente, esta ley no contiene una regulación completa de los actos que puedan dar nacimiento a un contrato para consumo según sus previsiones, sino que trata de corregir y evitar los abusos a que podría dar lugar la aplicación de la legislación ordinaria general preexistente en perjuicio de quien actúa como consumidor, pues es la parte estructuralmente más débil en las relaciones de consumo (Belluscio-Zannoni, Código Civil y Leyes Complementarias, Tº 8, Defensa del Consumidor y Usuario, Ed. Astrea, Bs. As., 2001, pág. 880).-



Tal como establece el art. 1º de la Ley 24.240, en la parte que nos interesa, se consideran consumidores o usuarios, las personas físicas o jurídicas que contratan a título oneroso para su consumo final o beneficio propio o de su grupo familiar o social,  la adquisición o locación de cosas muebles.-



Es cierto que el art. 2º dispone que no tendrán el caracter de consumidores o usuarios, quienes adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios para integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros. Pero para que la excepción opere, dicha intención debe ser contemporánea, inmediata a la adquisición misma, y no debe dejar margen de dudas.



Como lo expresa Alterini ("Los contratos de consumo" en La Ley, tomo 1993-E-1058), luego de destacar lo problemático de la caracterización del consumidor, que en términos generales, hay concepciones objetivas y otras subjetivas. Las primeras suelen contener un componente positivo y otro negativo: el positivo consiste en la exigencia de que el acto de intermediación sea realizado por un profesional del comercio y el negativo se refiere al sujeto calificado como consumidor, que no debe actuar profesionalmente. En las definiciones subjetivas hay también un componente positivo: para ser considerado consumidor el sujeto debe destinar la adquisición a su uso personal o familiar, pero la calidad profesional del intermediario resulta indiferente.



Ahora bien, del conjunto de disposiciones que contiene la ley, se desenvuelven las diferentes notas que deben necesariamente caracterizar el derecho del consumidor como sistema, esto es, incorpora normas portadoras de soluciones: 1) de protección, 2) específicas, 3) preventivas, 4) colectivas y 5) efectivas. De manera primordial, su articulado es de protección y defensa, pues el legislador parte del supuesto de la debilidad de los consumidores en las relaciones con los empresarios. Una debilidad motivada en desigualdades reales que lo colocan naturalmente en una posición de desequilibrio (en el poder de negociación, en la inequivalencia del contenido del contrato, derechos y obligaciones recíprocas) y esencialmente en una desinformación del consumidor en torno al objeto de la relación (v. Stiglitz "Defensa de los consumidores de productos y servicios", pág. 31; Juan M. Farina "Defensa del consumidor y usuario", pág. 30/31). Como lo ha señalado el Dr. Galdós (Responsabilidad civil por daños al consumidor en C. Civ. Com. de Bueres-Highton, tomo 3 "B", pág. 296) al decir, que el consumidor integra la categoría de los débiles jurídicos en el marco de la sociedad contemporánea posmoderna y globalizada, notablemente influenciada en sus relaciones jurídicas por la economía de mercado. Los consumidores, aunque cuantitativamente mayoritarios, ya que "todos somos consumidores", constituyen una minoría cualitativa por su vulnerabilidad e inferioridad técnica, fáctica y jurídica frente al poder de las empresas especialmente las megaempresas, prestadoras y productoras de bienes y servicios.



5-3) En este orden de ideas, y haciendo referencia a la invocada actividad que habría desplegado el actor (lo que impide, según el a quo, a aplicar las normas de derecho al consumidor), el inciso primero del artículo 8 del Código de Comercio, considera que es acto de comercio toda adquisición a título oneroso de una cosa mueble o de un derecho sobre ella, para lucrar con su enajenación, bien sea en el mismo estado que se adquirió o después de darle otra forma de mayor o menor valor. Pero no se consideran mercantiles los objetos destinados al consumo del comprador, o de la persona por cuyo encargo se haga la adquisición (art. 452, inc. 2 del Código de Comercio).-



En la misma dirección, para que la operación se considere estrictamente comercial, la intención de lucrar – ya sea enajenando posteriormente el bien, o bien integrandolo a un proceso de comercialización- debe estar presente al momento de perfeccionarse el contrato. Caso contrario se estará ante una adquisición para el consumo.-



Por otra parte, el art. 1º del Codigo de Comercio exige, para imputarle a un sujeto la calidad de comerciante (excluyendo así la aplicación de la normativa protectora del consumidor), la acreditación del ejercicio profesional y habitual de actos de comercio, a cargo de quien la invoca (art. 375 CPCC).-



Como colofón, el artículo 3 de la Ley 24.240 se integra con la Ley de Defensa de la Competencia y la Ley de Lealtad Comercial, así como también las normas generales que permiten a los jueces tutelar al consumidor (arts. 953, 954, 1071, 1198 y ccdtes. del Cod. Civil). En caso de duda, se estará siempre a la interpretación más favorable para el consumidor 

Lo fundamental de esta norma es que responde a una clara y expresa exigencia del art. 42 de la Constitución Nacional.-



Al ser la protección de los consumidores o usuarios un principio general dentro de nuestro ordenamiento constitucional, debe corresponder al proveedor de bienes o servicios encuadrables en las previsiones de la ley 24.240 la carga de la prueba de que el sujeto que los ha adquirido o utilizado, o tenga interés en su adquisición o su uso, no deba ser considerado en ese concreto como consumidor o usuario a los fines de la tutela de esta ley. Y en caso de duda, como quedó expuesto, debe estarse a favor del consumidor (art. 3, Ley 24.240).-



Pero lo que no se debe olvidar es que las normas de la ley 24.240 deben aplicarse cada vez que haya abusos del contratante “fuerte”, ya que el dato relevante para que se brinde protección legal debe ser la desigualdad en la capacidad de negociación, lo que ocurre cuando el proveedor ostenta una posición dominante en el mercado. Por lo tanto debieran considerarse dignos de esta tutela (que la ley 24.240 limita a los consumidores finales) también los pequeños empresarios que sufren las consecuencias de la desigualdad, ello en virtud del art. 16 del Cod. Civil (Juan M. Farina, Defensa del consumidor y del usuario, 3ra ed., Ed. Astrea, Bs. As. 2004, pág. 51).-



5-4) Retornando al tema objeto de esta litis, coincido con el pensamiento de Juan M. Farina (Defensa del Consumidor y del Usuario, op cit., pág 55): “El art. 1º, al describir qué entiende por consumidor o usuario, tiene en cuenta el destino final de los bienes o servicios adquiridos, pero no exige de ningún modo que este destino final sea servir como alimento, vestimenta, medicina o cualquier efecto para ser utilizado en forma personal exclusivamente. Si una persona compra una computadora (o incluso una silla) para su casa particular, nadie dudaría de que esa relación contractual encuadra en el art. 1º, inc. A, de la ley 24.240. ¿ Qué ocurriría jurídicamente si tiempo después esa persona decide llevar ese objeto a su negocio? ¿ Se producirá una alteración en el régimen legal aplicable a aquel contrato celebrado tiempo atrás? De ningún modo, pues lo que la ley tiene en consideración es la situación de supuesta desigualdad negocial de las partes en el momento de la contratación; por eso el art. 1º dice que las disposiciones de la ley se aplican cuando una persona contrata para su consumo final o beneficio propio. La expresión “para” hace referencia a la intención que cabe suponer en el adquirente al momento de contratar, de acuerdo con la naturaleza del bien y las características y circunstancias que rodean la contratación”.-



Precisamente, y formulando la misma reflexión, puede dudarse que hubo una relación de consumo entre la concesionaria demandada y el actor adquirente del rodado, al momento de la contratación, aun cuando tiempo después aquél se lo utilice además para funciones laborales? Adelanto que no.-

      

Y frente a tales principios que delinean y contornean el marco de aquellos que gobiernan los derechos del consumidor, ubicados en el caso que nos ocupa y la propia realidad que emana de sus circunstancias, fácilmente se advierte aquel papel decisivo y determinante que cumplía la parte demandada frente al actor: persona física que recurrió a la adquisición de un automóvil 0Km. a través de una Concesionaria Oficial, proveedora exclusiva de vehículos de la marca Ford: Organización Sur Automotores S.A.  

Cabe entonces el siguiente interrogante: ¿está el actor excluído del ámbito de la ley 24.240 por el hecho de haber destinado ese rodado en ocasiones a prestar servicios de flete y distribución de productos de publicidad?.-  



Analizando las pruebas de autos, se destaca que a la fecha de la adquisicón del rodado, el mismo se destinaba al uso personal ( v. testimonios de fs. 203/4, 207).-



A la fecha de compra del vehículo, el actor no tenía vinculación comercial con la empresa ARCOR, ni con otras empresas. Ni tampoco se ha acreditado que ejerciera en forma profesional y habitual actividad comercial alguna, de modo tal que no lo puede catalogar como comerciante.



Es cierto que meses más tarde prestó servicios a la empresa ARCOR, durante el período que va de los años 1999 a inicios de 2001, aunque en forma discontinua y esporádica, como la misma empresa manifestó al remitir el informe que luce a fs. 215; transportaba “material para promociones” (cartelería y folletería),y no mercaderías, ya que no se le propuso al Sr. Mercurio transportar otros materiales distintos que los habituales (art. 375, 384 CPCC).-



La forma de prestar de servicios para ARCOR descarta la habitualidad de la prestación y su  caracter de comerciante como afirma la demandada. 



5-5) Entiendo que el actor al contratar, actuando con la diligencia normal de un hombre común, no se hallaba frente a la vendedora, de notoria ascendencia en el mercado de los automotores, en paridad negociadora y/o en esa suerte de equilibrio en la que subyace el sentido de las exclusiones que la ley contiene. No se olvide que la misma, regula las relaciones entre el sujeto que vuelca sus bienes o servicios al mercado (empresa-distribuidor-comerciante, etc.) y el destinatario final de esos bienes o servicios, pues ambos constituyen los dos polos de toda relación negocial en el ámbito del mercado. Y lo que emana de lo normado por el art. 2º, al mencionar actividades de producción, transferencia, comercialización de bienes o servicios para el mercado, lo que está diciendo es que han de excluirse de la ley, las adquisiciones de bienes destinados a una actividad empresarial que habrá de volcarse al mercado, porque se supone, que el adquirente que así actúa, está situado en paridad negociadora frente al proveedor puesto que aquel en definitiva, revestirá también tal calidad. 



Y cabe entonces preguntarse, si en el caso resulta justo, que tratándose de una persona física, que adquiere un vehículo, que es utilizado como único medio de ingresos tanto de él como de su grupo familiar, pierda la calidad de consumidor como lo edicta la ley y por ende, los beneficios de la misma, cuando queda claro, al menos no está demostrado lo contrario, que su actividad laboral no reúne los presupuestos de aquellos frente a los cuales se pretende la protección legislativa y que lo colocaría en una situación de paridad y equilibrio (arts. 34 inc. 4º, 163 inc. 6º, 260, 261, 375, 384 del C. Procesal), sino que por el contrario, su situación es la de quien adquiere en beneficio propio y de su grupo familiar utilizando el bien de forma personal, y en el marco de una actividad que bien puede considerarse de subsistencia y donde el hecho de la prestación a terceros, no reviste una entidad tal que conlleve a su exclusión del ámbito protector de la ley.



En esa línea de pensamiento no puede obviarse, a la hora de interpretar este conjunto normativo, que por encima de la expresión literal utilizada por el legislador, debe desentrañarse la finalidad perseguida por aquel, pues, como enseña Bidart Campos: "el intérprete a la hora de realizar su tarea debe dar un salto a la voluntad histórica del autor de la norma a fin de descubrir lo que quiso este autor" ("Tratado elemental de Derecho Constitucional Argentino", Tomo 1, pág. 68), interpretación teleológica que igualmente constituye una directiva emanada de la Corte Nacional, como que la interpretación de la ley requiere la máxima prudencia para evitar que su hermenéutica conlleve a la pérdida de un derecho o que un excesivo rigor en los razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. De allí: Por debajo de lo que las leyes parecen decir literalmente, es lícito entonces indagar, lo que quieren decir jurídicamente; o sea, que no cabe prescindir de las palabras de la ley, pero tampoco hay que atenerse rigurosamente a ellas cuando una interpretación sistemática así lo requiere, pues las leyes deben interpretarse teniendo en cuenta su contexto general y los principios y garantías constitucionales que dan forma al conjunto normativo. Ergo, en la tarea interpretativa debe prevalecer la realidad que informa el texto legislativo, realidad, cuyo ámbito de protección fue ampliado a través de la reforma de la Constitución del año 1994 (art. 42) al contemplar los derechos de consumidores y usuarios sin definirlos ni realizar distinciones entre consumidores o usuarios finales o los que no lo son, norma de rango superior y operativa que necesariamente lleva al Juzgador a un análisis e interpretación integradora.



Señala Antonio J. Rinessi ("Caracterización y Protección del consumidor" en La Ley 1996-E-1264) que "El contenido del derecho del consumidor es la relación jurídica de consumo (hecho o acto jurídico) practicado por un profesional y un no profesional o consumidor. Como no existe una categoría homogénea, particular, universal bien individualizada de consumidores, se dice que el derecho del consumidor se aplica más propiamente a relaciones jurídicas de consumo que a una categoría especial y única de individuos"; para luego agregar que la norma constitucional amplía el área de protección y por lo tanto la relación de consumo no se agota en el consumidor final, sino que se extiende a todas aquellas relaciones en que, aún no habiendo recibido de la ley las denominaciones de proveedor y consumidor o usuario, se dan por sus características de constituir una relación entre un profesional y un profano, o entre el que tiene poder o profesionalidad y el que no la tiene. Profesionalidad, que de todas maneras no se centra, a mi entender, en una cuestión de conocimiento que pueda tener quien adquiere un bien pues, la inferioridad del consumidor, que se trata de paliar, no deriva tanto de su presunta ignorancia en ciertos casos, sino de manera primordial, de la posición dominante de las empresas en virtud de la organización de la cual disponen. No olvidemos que el miembro informante ante la Convención Nacional Constituyente del año 1994 -Dr. Yrigoyen R.- expresó, que el "derecho del consumidor nace del reconocimiento de que es necesario establecer el marco de equilibrio en la relación de consumo"; que "este marco de equilibrio desfavorable al consumidor en la relación de consumo y favorable al proveedor, surge de la debilidad estructural por parte del consumidor en la relación de consumo" (Yrigoyen R. "Fundamentos de la cláusula constitucional sobre defensa del consumidor" en Revista "Derecho del consumidor" 1994, Ed. Juris nº 5 pág.83 y ss.).



5-6) Párrafo aparte merece el análisis de las conductas tenidas por las partes desde el inicio de la relación negocial (adquisición del rodado), durante el trámite ante la autoridad administrativa, y por fin a través de estas actuaciones.-



En efecto, desde la compra del rodado, un Ford Transit 190 L, siempre tuvo defectos en el sistema de frenado, y las sucesivas revisaciones en talleres no lograron solucionarlo. Por tal razón, el actor interpuso una denuncia administrativa ante la Dirección de Comercio Interior de la Pcia. De Bs. As., trámite registrado en Expediente 2726/2561/99; durante la marcha del procedimiento, las aquí demandadas, no formularon oposición respecto de la  pretensión de Mercurio para que le sea aplicable la Ley invocada; es más, Ford Argentina S.A. admite que bies es cierto que el reclamante puede fundamentar su accionar en normas legales, en este caso la Ley de Defensa del Consumidor,si bien manifestó que el mismo no debe resultar abusivo (v. fs. 43); y por ello la empresa hizo una nueva oferta de reparación. A su vez, Organización Sur Automotores labró la factura teniendo a Mercurio como Consumidor Final (v. fs.44).-



Y anteriormente, ambas empresas ofrecieron una nueva reparación del bien adquirido, en diversos talleres (fs. 33 y 34).-



Recién al responder la demanda, los coaccionados niegan o al menos cuestionan la calidad de consumidor invocada por el accionante, pero no formularon oposición para que el trámite siguiera el carácter de sumarísimo.-



Al respecto, esta Sala I, le ha dado fundamental preeminencia a la conducta jur¡dicamente relevante de una parte, y que luego desdice por cuestiones de beneficio propio (Reg. Sent. Def. 12/91, 80/99, 146/99 entre otros).-



Esta teor¡a, conocida como de los actos propios, descansa en tres presupuestos básicos: 1) la conducta inicial, que constituye el "factum propium", consistente en un hecho o hechos que demuestran la toma de posicion respecto de determinada situacion jur¡dica; 2) la unidad de situacion jur¡dica: la contradiccion debe observarse en el marco de una misma relacion o situacion jur¡dica; 3) si el "factum propium" y la conducta posterior que lo contradice deben emanar del mismo sujeto jur¡dico y en relacion al mismo sujeto jur¡dico.-


 
La Excma. Suprema Corte Provincial ha sostenido, con caracter de doctrina legal, que nadie puede ponerse en contradiccion con su anterior conducta deliberada, jur¡dicamente relevante y plenamente eficaz, siendo inadmisible la pretension basada en semejante dualidad (SCBA Ac. 31261 del 15-III-83, Ac. 33027 del 1-VI-84, Ac. 34517 del 14-V-85, Ac. 41610 S 20-3-90; Ac. 45642 S 27-12-91; Ac. 46490 del 16-VII-91; Ac. 49477 S 21-12-93; Ac. 51445 S 15-11-94; Ac. 57559 S 14-6-96; Ac. 69602 S 2-2-00; Ac. 78497 S 12-9-01; Ac. 76128 S 15-5-02; en el mismo sentido, esta Sala: Reg. Sent. Def. 459/87, 219/89, 10/89, 186/90, 353/85, 323/86, 213/86, 33/93).-



Tal doctrina cuenta con un total apoyo de los autores (Morello-Stiglitz "La doctrina del acto propio", La Ley 1984-A-XXX 865; Mosset de Espanes "La teor¡a de los propios actos", La Ley 1984-A, pag. 152. Amadeo "La doctrina de los propios actos en la jurisprudencia argentina y espa¤ola, La Ley 1984-A pag. 519. Alterini-Caba¤a "La virtualidad de los actos propios en el derecho argentino",La Ley Bol. 12-XII-83)



Conforme a los principios arriba descriptos, y tocante al caso de autos, los coaccionados no pueden, luego de haberse aceptado someterse al procedimiento administrativo ante los organismos de defensa al consumidor y haber continuado con la tramitación, pretender se desconozca en vía judicial el carácter de consumidor de su contrincante, cuando en su oportunidad consintieron con sus conductas anteriores, la relación de consumo.-



5-7) Conclusiones:



Va de suyo entonces, de acuerdo a las consideraciones vertidas, entiendo – y así lo dejo propuesto -, que el actor debe ser encuadrado en el marco de protección de la ley de Defensa del Consumidor Nº 24.240, y por ende que el agravio vertido debe ser receptado favorablemente.



En consecuencia, de debe analizar y merituar si corresponde sustituir el rodado dañado por uno del mismo tipo y modelo, de fabricación a la fecha del fallo, tal como reclama el actor apelante (v. fs. 485).-



6) El pedido de sustitución del vehículo



6-1) Tratándose el caso de autos, de una adquisición de cosa mueble no consumible, art. 2325 del Cod. Civil (entre ellas, un rodado), el art. 11 de la Ley 24.240 en su primer párrafo (modificado por Ley 24.999), establece que el consumidor y los sucesivos adquirentes gozarán de garantía legal por los defectos o vicios de cualquier índole, aunque hayan sido ostensibles o manifiestos al tiempo del contarto, cuando afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado y su correcto funcionamiento. 



Los fabricantes, importadores y vendedores de las cosas mencionadas, deben asegurar un servicio técnico adecuado y el suministro de partes y repuestos (art. 12, lex cit). Son solidariamente responsables del otorgamiento y cumplimiento de la garantía legal, los productores, importadores, distribuidores y vendedores de las cosas comprendidas en el artículo 11 de la Ley 24.240 (art. 13, modif. por Ley 24.999). 



De conformidad con la ubicación que ocupa, el art. 13 se refiere a la responsabilidad de todos aquellos que intervienen en la cadena de comercialización de cosas muebles no consumibles, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 11; esta responsabilidad in solidum, prevista para un caso específico, es extendida por el art. 40 a todas las relaciones contractuales referentes a actos de consumo y uso.-



En efecto, dispone el art. 40 que si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el distribuidor, el proveedor, el vendedor, y quien haya puesto su marca en la cosa o servicio. El transportista responderá por los daños ocasionados a la cosa con motivo o en ocasión del servicio. La responsabilidad es solidaria (en realidad, in solidum), sin perjuicio de las acciones de repetición que correspondan. Sólo se liberará total o parcialmente quien demuestre que la causa del daño le ha sido ajena (art. 40, Ley 24240, mod. por Ley 24999).-



Por lo tanto, queda abarcado en la norma, todo supuesto en que haya un menoscabo en el derecho del adquirente del bien, su pérdida o que lo hagan impropio para su destino o disminuya el uso que de ese bien es natural obtener.-



En virtud de este principio, el consumidor puede – como el actor hizo - demandar a todos los intervinientes, sin que éstos puedan oponerle la falta de legitimación o excusarse frente al demandante probando la absoluta imposibilidad de detectar el vicio. Bajo esta premisa, los argumentos intentados por los letrados apoderados de la codemandada Organización Sur Automotores S.A. y de Ford Argentina S.A. devienen inatendibles.-



6-2) En el caso que nos ocupa, estamos en presencia de vicios y desperfectos que no pudieron ser solucionados por las sucesivas revisaciones técnicas por parte de la concesionaria, lo que llevó a la accionante a iniciar actuaciones administrativas ante la autoridad respectiva, sin obtener resultados satisfactorios.-



Así, el Sr. Mercurio inició demanda de sustitución de unidad y daños, invocando el art. 17 de la Ley de Defensa al Consumidor, que prevé entre sus disposiciones, la posibilidad de pedir la sustitución de la cosa adquirida por otra de idénticas características, debiendo considerarse a sus efectos, el período de uso que ha tenido la cosa, el estado general de la cosa cuyo reemplazo se pide, así como la cantidad y calidad de las reparaciones efectuadas con anterioridad, en cumplimiento de la garantía (Reglamentación del Dto. 1798/94).-



Inclusive, el reconocimiento que hace el reglamento a favor del responsable de la garantía, de sustitución parcial, es decir la facultad de cambiar, reemplazar, piezas, conjuntos por otros similares estña condicionado al hecho que no se alteren las cualidades generales de la cosa y ésta vuelva a ser idónea para el uso al cual está destinada. En el caso de autos, ello no sucedió, sino que por el contrario, las reparaciones nunca fueron satisfactorias.-



En todos los casos, concluye la norma en cuestión, la opción por parte del consumidor no impide la reclamación de los eventuales daños y perjuicios que pudieren corresponder (art. 17, Ley 24.240).-



6-3) Conforme surge de la prueba analizada y merituada, el rodado desde el momento mismo de su adquisición ha padecido de fallas sobre todo en su sistema de frenado, y nunca pudieron ser solucionadas por los demandados, a pesar de las múltiples revisaciones técnicas a las que fue sometido.
 


                                                            

 

Destaca la pericia mecánica obrante a fs. 398/400 vta., que la camioneta Ford Transit modelo 190 L tipo Furgón, dominio CPE 879 del año 

1999
había recorrido desde la fecha de su adquisición la cantidad de 209.975 km y que a pesar de su uso frecuente, su estado de carrocería e interior era bueno. Los discos de frenos delanteros tenían un desgaste del 80% y las zapatas de frenos traseros del 60%, a criterio del perito, la circulación del rodado en cuestión lo hace en condiciones inseguras, dado su falta de mantenimiento; no se puede exceder los 80 km/h por el estado deficiente de su sistema de frenos, aunque no notó vibración alguna en el funcionamiento del rodado (art. 474 CPCC).-



Si bien puede entenderse que no son suficientes las fallas para determinar que el automóvil fuese absolutamente inútil para su destino, ya que éste fue utilizado por el actor a los fines previstos, es lo cierto, que frente a los principios que gobiernan la protección del consumidor, y el principio de confianza de la que ha de estar imbuído este último, conllevan a la necesidad de que no cabe asegurarle el simple uso de lo adquirido, sino de un uso seguro y confiable de modo tal, que reparados los inconvenientes o defectos que pudieran presentarse en la misma, ésta pueda ser colocada en aquellas condiciones óptimas (por óptimo debe reputarse todo aquello que no puede ser mejor, considerando el uso normal de la cosa), tales como las que prescribe el articulado, condiciones, que como resulta de los elementos de acreditación producidos en en el curso de la litis y en el expediente administrativo, no se encuentran reunidas ya que el vehículo presenta defectos o inconvenientes que solo cabe atribuir a un inadecuado proceso constructivo del mismo, con la consiguiente responsabilidad solidaria de las partes, y que viene impuesta por la ley (arts. 375, 384, 473, 474 del C. Procesal).




Ahora bien, a los fines de la estimación del tipo de rodado a sustituir, se debe dar cuenta de lo establecido por el decreto reglamentario a los fines del inc. "b" de la ley, es decir, "que el análisis deberá hacerse considerando el período de uso y el estado general de la cosa que se reemplaza" y que en ese orden de ideas no puede dejar de ponderarse que hasta la fecha del presente el rodado se ha estado utilizando y, así también, que en este tipo de bienes el solo transcurso del tiempo hace decaer su valor en pesos.



En ese entendimiento, si bien es cierto, que lo que la ley pretende es que el consumidor acceda a un bien equivalente (sin importar si el precio es mayor o menor al momento de la adquisición) y aun no contando con elementos comparativos, de acuerdo a las probanzas allegadas a la causa, y teniendo en cuenta el período en que fue utilizado así como el kilometraje recorrido, corresponde receptar favorablemente la queja de la accionante, y  en consecuencia, revocarse el decisorio apelado en este aspecto, haciendo lugar a la demanda promovida por Cosme Gregorio Mercurio contra las firmas Organización Sur Automotores SA y Ford Argentina S.A. por incumplimiento de dicha ley (24.240). 



Condénase por lo tanto a los accionados, solidariamente, a aceptar la devolución del vehículo marca Ford, modelo Transit 190- L CAT.A, año 1999 dominio cpe 879, sustituyendo la unidad, conforme los términos del inciso 1º de la Ley 24.240, tal como solicitó la parte demandante a fs. 47 y vta., por  otro rodado del mismo tipo y modelo, de fabricación a la fecha del presente decisorio.- 



La correspondiente sustitución y los respectivos valores serán determinados al momento de la ejecución de la sentencia, en la instancia de origen.-



7)  La queja de las codemandadas Ford Argentina S.A. y Organización Sur Automotores S.A.



7-1) Ford Argentina SA considera que no corresponde extenderle la responsabilidad a su parte, entendiendo que resulta ser tercero ajeno al contrato habido entre el actor y la concesionaria para la reparación de su vehículo. Por logica consecuencia, sigue, los efectos del contrato por el cual se reclama no pueden ser opuestos a su parte (cita artículos 1195, 1199 y 503 del Cod. Civil que supone aplicables al caso)



A su vez, desarrolla algunos conceptos relacionados al contrato de concesión, para afirmar que la relación que se genera entre el cliente y la concesionaria, es ajena al fabricante y no puede ser perjudicado por la conducra asumida por aquélla.-



Para la apoderada de Organización Sur Automotores SA, surge claramente que de existir daño éste es únicamente imputable al accionar de la Terminal Ford.-




7-2) Más allá de todo lo expuesto con referencia a la responsabilidad solidaria que impone la Ley 24.240 entre los integrantes de la cadena de producción y comercialización de los bienes y servicios ofrecidos a los consumidores, agrego los siguientes fundamentos :



El contrato de concesión ha sido definido como aquel vínculo en virtud del cual un comerciante, llamado concesionario, pone su empresa de distribución al servicio de un comerciante o industrial llamado concedente para asegurar, exclusivamente, sobre un territorio determinado y bajo la vigilancia del concedente, la distribución de sus productos cuyo monopolio de reventa le es concedido (conf. Molas, Ana María, Contratos Comerciales atípicos, Dibisa S.A., Bs. As., 1983, p. 51). Su finalidad consiste, pues, en canalizar la producción hacia el consumidor final (C.N.Com., Sala E, in re "Sendin", 15‑III‑2005, La Leyonline; íd. "Arabi", 26‑IV‑2004, "El Derecho"‑ R.C. y S., 2004‑IX,90, in re "Esquerro", 16‑X‑1984, "El Derecho", 112‑687; C.N.Com., Sala D, 23‑XII‑1996, in re "Microómnibus Saavedra c. Vázquez y ot., "La Ley" 1997‑C‑298. V. asimismo, Parry, Adolfo E., Los concesionarios como auxiliares del comercio, "El Derecho" de 02‑VI‑1993).



Pese a tratarse de un contrato atípico ‑y por ende, carente de regulación normativa‑, goza de tipicidad social, puesto que en la costumbre y jurisprudencia se encuentran elementos suficientes a fin de extraer las reglas de conducta para solucionar los diversos conflictos que se suscitan con motivo de su celebración (v. Lorenzetti, Ricardo Luis, Tratado de los contratos, Edit. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 1999, t. I, p. 646).



Entre sus notas características suelen mencionarse las siguientes: a) El concesionario es un comerciante con clientela propia, aunque ésta se halle conectada a la fama y prestigio de los productos fabricados por el concedente; b) El concesionario compra para revender por cuenta propia, obteniendo como remuneración el beneficio de la reventa y no una comisión, c) Normalmente entre concedente y concesionario media una doble exclusiva, y en este sentido, la estatuida a favor del concesionario se distingue de la mera habilitación o autorización que se da a ciertos revendedores de marcas muy acreditadas que, sin embargo, no disfrutan de exclusividad (conf. Vítolo, Daniel Roque "Contratos comerciales", Ed. Ad‑Hoc. S.R.L., Bs. As. 1993, pág. 630). De ahí que esta categoría de contratos se diferencie claramente de la figura del mandato, toda vez que el concesionario no obra por cuenta y nombre del concedente, sino que desempeña sus funciones con autonomía, no obstante existir cierta dependencia económica y técnica.



En el presente caso, los agravios que cabe examinar versan sobre la responsabilidad que el actor imputa a la concedente demandada por los daños irrogados a raíz de los vicios de la unidad que adquiriera a la concesionaria Organización Sur Automotores S.A. Por lo demás, la pretensión resarcitoria articulada con basamento en lo normado por los arts. 11, 12, 17 y 40 de la ley 24.240  debe debe ser receptada favorablemente.



La garantía legal y servicio técnico contemplados en los citados preceptos se vincula a los daños irrogados por vicios, defectos o riesgos de los bienes comercializados, siendo que en el caso de autos, el reclamo indemnizatorio obedece a dicha  causal.



En síntesis, resulta evidente que corresponde imputar en forma solidaria la responsabilidad de la empresa concedente y del   concesionario, la que le cabe como fabricante por la calidad de sus productos,y a la segunda en razón de las obligaciones que pesan en favor del cliente, antes y después de la operación celebrada; todo   lo cual habilita su condena en los términos del art. 1109 del Código Civil, y por la concurrencia de los supuestos en que rige la garantía legal prevista por la ley 24.240.-



Propongo desestimar las quejas vertidas en este aspecto por las codemandadas apelantes.-



8) El valor de las pericias



Considero prudente recordar que esta Sala se ha expedido sobre la verdadera importancia de la prueba pericial, a efectos de la merituación de situaciones con importante contenido técnico. Carente, en principio, de fuerza vinculante para con los jueces de grado, pero sin significar por ello dejarla ignorada, los dictámenes están destinados a orientar a través de los puntos de pericia que hacen a su función, brindando conocimientos que en razón de su profesionalidad están dotados informando sobre particularidades que hacen a las cuestiones debatidas, configurando meros parámetros los valores que atribuyen y acerca de los cuales dictaminan (CALZ Sala I 220/96, 373/95, 106/97, 255/97, 91/97 entre muchos otros).-



Además, el seguimiento o apartamiento de la pericia no depende de la actitud del justiciable de observar o impugnar el dictamen o la falta de ello, sino del grado de convicción que tal elemento acreditatorio produzca en el ánimo del juez (sana crítica) del adecuado procedimiento para la realización y producción de tal medio (arts. 473, 474 CPCC; esta Sala Reg. Sent. Def. 254/88, 118/89, 135/90, 151/97, y fallos allí citados).-



9) Daño psicológico. Gastos de tratamiento psicoterapeutico. 



9-1) La actora pretende se eleve el quantum de la condena con relación a este concepto,  atendiendose al porcentual de incapacidad determinado por la pericia, mientras que el codemandado Ford Argentina considera improcedentes los rubros de condena, y subsidiariamente pide se reduzcan los montos.-



Con relación a las secuelas psicológicas, en distintas oportunidades, esta Sala ha señalado que el rubro indemnizatorio por incapacidad psíquica, tiene una naturaleza diferenciada de las demás minusvalías (CALZ Sala I Reg. Sent. Def. Nº 265/96, 98/96, 100 bis/95, 335/94, 17/97, 61/98), representando el daño psíquico una modificación o alteración de la personalidad que se expresa a través de síntomas, inhibiciones, depresiones, bloqueos, etc. Por lo que resulta claro que no se lo debe vincular con la existencia o magnitud de las secuelas físicas producidas por un evento como el de autos. 



Pero la lesión psíquica tampoco se identifica con el daño moral. La diversidad se encuentra en que aquélla es el presupuesto material del daño moral (como también puede serlo del daño patrimonial). El daño psíquico es un concepto de la naturaleza, propio de la ciencia médica, que constituye la fuente de un concepto jurídico: el daño indemnizable. El daño psíquico  reside en  la alteración misma de la personalidad; el daño moral recoge esa realidad y la valora en tanto desequilibrio espiritual profundo que implica una honda lesión de las afecciones legítimas de la víctima. 




Tampoco existe superposición de reclamos al otorgar una suma por daño psíquico y otra por tratamiento para mejorar o eliminarlo. Ello desde la óptica que expresa que la reparación del daño causado debe ser integral, es decir, debe comprender todos los aspectos de la vida del individuo, o dicho de otro modo, deben resarcirse las disminuciones que se sufran a consecuencia del accidente y que le impidan desarrollar normalmente las actividades que el sujeto realizaba. "Reparar" el daño no es siempre rehacer lo destruido; casi siempre suele significar satisfacciones equivalentes a lo perdido, porque el verdadero caracter del resarcimiento de los daños y perjuicios es un papel "satisfactorio" (CNEsp. CC III, 2-6-81; BCECC 981-698, N. 10436; CC 1¦, LP, 27-10-92; id. 15-9-94, ambos en JUBA B100275; esta Sala, Reg. Sent. Def. 407/02, autos:  "Saravia, José c/ Aguas Argentinas SA y ots. s/ Ds. y Ps.").- 






Asimismo, el responsable debe cargar con todas las consecuencias disvaliosas causalmente conectadas con la injustificada tardanza en el cumplimiento de la prestación resarcitoria (Zavala de González, M. "Resarcimiento de daños - 2.a. Daños a las personas - Integridad psicof¡sica -, pg. 209; esta Sala, Reg. Sent. Def. 416/00, 46/02, 52/02).-










9-3) La pericia psicológica de fs. 251/254 vta., determina que el actor presenta a cosecuencia de los hechos relacionados con esta demanda  un cuadro de Neurosis de Angustia, con manifestación depresiva. En este momento el cuadro es clasificable como Síndrome Depresivo Reactivo, en período de estado leve, el cual genera una incapacidad del 10 al 20% (Código de Tablas de incapacidades laborativas, Rubinstein) (art. 474, 384, 375 CPCC).-



A su vez, recomienda una psicoterapia de tipo individual, no menor a un año, con una frecuencia de dos veces por semana, y cuyo término dependerá de la evolución del mismo.



9-4)  Teniendo en cuenta lo hasta ahora expresado, entiendo que el daño está acreditado y que la indemnización establecida por el a-quo  satisface en forma apropiada las minusvalías  psíquicas sufridas por el reclamante a consecuencia del suceso de autos, propiciando su confirmación,  comprensiva de los gastos de tratamiento psicoterapéuticos.-



10) Daño moral



10-1) El Sr. Juez a-quo admitió la procedencia del mismo cuantificándolo en la suma de $6.000.



La demandada Ford Argentina S.A., peticiona el rechazo de tal rubro y la actora, vierte su crítica sobre la cuantía establecía, la cual considera exigua.



10-2) Tratándose de un supuesto que encuadra en lo normado por el art. 522 del Código Civil la existencia de este daño debe apreciarse con un criterio restrictivo, desde que generalmente en el ámbito contractual, sólo aparecen afectados intereses pecuniarios; de allí, que corresponda a quien reclama la prueba de su existencia (v. esta Sala en causa 214.494 del 6/05/1993) que no es otra cosa que demostrar las circunstancias de hecho que sean susceptibles de llevar a la convicción del juez de que el incumplimiento generó un efectivo compromiso en los sentimientos, afecciones o tranquilidad anímica de quien reclama que, como se ha dicho, tal como lo recuerda el Juzgador de origen, no deben confundirse con las inquietudes propias y corrientes del mundo de los pleitos o de los negocios.



Valga señalar entonces, que no sólo por lo común es harto dificultoso, cuando no imposible, el acreditar este daño a través de pruebas directas e inmediatas, también es cierto, que frente a la comprobación de que existen bienes lesionados, como la confianza, la credibilidad, y la buena fe en el cumplimiento, ello no cabe duda que hubo de repercutir en la paz interior y en el honor de la persona sumado a la duración en el tiempo, entiendo que el agravio se encuentra debidamente acreditado y en lo que hace a su cuantificación, ponderando las circunstancias del caso, estimo que la suma acordada resulta prudente, por lo que dejo propuesto su confirmación (art. 522 cit. del C. Civil; arts. 260, 261, 266 del C. Procesal).



11) La condena en costas



Se agravia la codemandada Organización Sur Argentina S.A. por la imposición de costas efectuada por el Sr. Juez de Grado, ya que en el caso de autos entiende que hubo vencimientos parciales y mutuos conforme establece el art. 71 del CPCC, por ejemplo el lucro cesante. 



Por ende, dice, el no se puede aplicar el principio objetivo de la derrota, imponiendo solidariamente las costas a Ford SA y su representada.-



No le asiste razón. La Excma. Suprema Corte, con el carácter de doctrina legal, ha sostenido que debe respetarse al aplicar las costas, el principio de la derrota, aún en forma m¡nima (SCBA Ac. 48321 del 24-3-92, Ac. 49724 del 30-3-93, Ac. 52964 del 10-5-94, Ac. 54479 del 5-3-96, Ac. 57688 del 3-9-96; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 197/93, 57/95, 398/94, 267/91 y otros).-



En otros términos, el carácter de vencido se configura respecto del accionado aún cuando la demanda no hubiese progresado en su integridad SCBA Ac. 48068 del 10-11-92; Ac. 46614 del 26-5-93; Ac. 52781 del 28-3-95; Ac. Ac. 56328 del 5-8-97).- Ac. 88634 S 3-8-2005



Corresponde - y así lo dejo propuesto - confirmar el fallo de origen en cuanto impone las costas del juicio a las  codemandadas (doct. art. 68 del CPCC y jurisprudencia anotada).-



12) La fecha de cómputo de los intereses



12-1) Se agravia la acionante porque el Sr. Juez a quo computó intereses desde la fecha de interposición de la demanda, debiendo ser tomado – dice – desde que el daño ha sido producido, esto es, desde la misma fecha de adquisición del producto: el día 23 de febrero de 1999.-



12-2)La sentencia condenó al pago de daños y perjuicios con más intereses entre la fecha de la demanda y el 4 de enero de 2002, a la tasa que abona el Banco de la Provincia de Buenos Aires, en sus depósitos a treinta días en los distintos periodos de aplicación; y desde aquella fecha hasta la del efectivo pago, a la tasa que cobra la mencionada entidad en sus operaciones de descuento (v. fs. 450)



En materia contractual los intereses sobre el capital de la condena resarcitoria, en los supuestos en que la acción se ejerce vía judicial deben ser computados desde la fecha de notificación de la demanda, pues, no estamos en presencia de un supuesto de responsabilidad extracontractual sino frente al incumplimiento -si se quiere- defectuoso de una obligación, y donde la prestación debida por las aquí accionadas -cual era la correcta reparación del automóvil- se tornó jurídicamente inútil, lo que llevó al actor a interponer acción de daños y perjuicios.-



Por ende, el agravio del actor en esta parcela, no habrá de receptarse, lo cual dejo propuesto al acuerdo (arts. 260, 261, 266 del C. Procesal).



13) Por los fundamentos expresados, no siendo integralmente justo el decisorio apelado:




 - VOTO POR LA NEGATIVA -

A la misma primera cuestión, los Dres. Igoldi y Tabernero por compartir fundamentos, VOTAN TAMBIEN POR LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión el Dr. Basile dice:



Visto el acuerdo logrado al tratar la primera cuestión, corresponde sea revocado el fallo de origen en el siguiente aspecto:  hagase lugar a la demanda promovida por Cosme Gregorio Mercurio contra las firmas Organización Sur Automotores SA y Ford Argentina S.A. por incumplimiento de dicha ley (24.240), Condénase por lo tanto a los accionados, solidariamente, a aceptar la devolución del vehículo marca Ford, modelo Transit 190- L CAT.A, año 1999 dominio cpe 879, sustituyendo la unidad, conforme los términos del inciso 1º de la Ley 24.240, tal como solicitó la parte demandante a fs. 47 y vta., por  otro rodado del mismo tipo y modelo, de fabricación a la fecha del presente decisorio. La correspondiente sustitución y los respectivos valores serán determinados al momento de la ejecución de la sentencia, en la instancia de origen (art. 511 y ccdtes. del CPCC). Confírmase lo demás resuelto. Las costas del juicio, incluso las de Alzada se aplican a las demandadas vencidas (art. 68 CPCC; SCBA Ac. 48321 del 24-3-92, Ac. 49724 del 30-3-93, Ac. 52964 del 10-5-94, Ac. 54479 del 5-3-96, Ac. 57688 del 3-9-96; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 197/93, 57/95, 398/94, 267/91 y otros). Los honorarios se regularán en su oportunidad.-




    - ASI  LO  VOTO -

A la misma Segunda Cuestión, los Dres. Igoldi y Tabernero por compartir fundamentos VOTAN  EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que finalizó el Acuerdo,dictándose la siguiente:







  - S E N T E N C I A -

En el Acuerdo celebrado quedó establecido que el fallo apelado no es integralmente justo y debe ser modificado.-



POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede, modifícase la  sentencia apelada en el siguiente aspecto:  La correspondiente sustitución y los respectivos valores serán determinados al momento de la ejecución de la sentencia, en la instancia de origen   hagase lugar a la demanda promovida por Cosme Gregorio Mercurio contra las firmas Organización Sur Automotores SA y Ford Argentina S.A. por incumplimiento de dicha ley (24.240), Condénase por lo tanto a los accionados, solidariamente, a aceptar la devolución del vehículo marca Ford, modelo Transit 190- L CAT.A, año 1999 dominio cpe 879, sustituyendo la unidad, conforme los términos del inciso 1º de la Ley 24.240, tal como solicitó la parte demandante a fs. 47 y vta., por  otro rodado del mismo tipo y modelo, de fabricación a la fecha del presente decisorio. La correspondiente sustitución y los respectivos valores serán determinados al momento de la ejecución de la sentencia, en la instancia de origen (art. 511 y ccdtes. del CPCC).  Confírmase lo demás resuelto. Costas del juicio, incluso las de Alzada a las codemandadas vencidas (art. 68 CPCC). Los honorarios se regularán en su oportunidad. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

